Observaciones al documento de anteproyecto de Ley de Administración Electrónica
De forma general se observa que:

1.- falta explícitamente el tema de las relaciones con las administraciones de otros países y con la de los órganos de la Unión Europea.

2.- No quedan claro las relaciones ínter administraciones, tanto con las autonómicas como con las locales.  

3.- Se omite toda alusión al tema la lengua operativa  y oficial para la Administración electrónica en relación con las lenguas autonómicas.  Si no se prevé ahora, luego vendrán los problemas.

4.-  Para evitar dificultades operativas y dar una mayor confianza la los ciudadanos convendría  que esta Ley fuera una Ley orgánica de bases de administración electrónica obligatoria para todas las administraciones publicas estatal. Autonómicas y locales y además institucionales colegiales.

5.- En los principios habría que hablar de que no se puede avanzar si no quedan claras cuales son las necesidades del ciudadano y de las administraciones que la administración electrónica  va a satisfacer, si no se progresara.  El progreso se basa en satisfacer necesidades, no en crear necesidades artificiales.

6.- Debería quedar claro que la administración electrónica es un derecho, no una obligación para el ciudadano, como ocurre en algunos casos con la Administración tributaria

7.-  No se define el tipo de firma electrónica que será utilizada en la Administración electrónica según los tres tipos que define el artículo 3 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica.  Esto introduce un factor de incertidumbre grave que puede dañar gravemente la confianza de los ciudadanos en la Administración electrónica.
En cuanto al articulado  específicamente se realizan los siguientes comentarios:

Art. 2  Ambito de aplicación
Para evitar ambigüedades en el ambito de implicación de esta ley seria conveniente  que al hablar de las Administraciones Públicas se especificara "todas las Administraciones Públicas estatal, autonómicas y locales, así como  tanto a las de carácter territorial como institucional y colegial sin excepción"  De esta manera quedan incluidas sin excepción, todas las administraciones publicas cualquiera que sea su naturaleza y su ambito de actuación.

Art. 4 párrafo b)  primera línea, la ultima palabra debería ser "la", no "el".

Art. 6 Derechos de los ciudadanos
Punto 2, párrafo b) Si bien el objetivo que se propone este párrafo es muy loable, se observa que puede ser un grave problema para la salvedad de la privacidad de los ciudadanos y  para el cumplimiento de las disposiciones de la Ley Orgánica de Protección de Datos, ya que el intercambio de información entre las distintas administraciones publicas si no se limita a lo estrictamente necesario para la tramitación de un expediente determinado, estaría bordeando el limite de dicha ley.  Hay que tener en cuenta que incluso en los EEUU ya hace años que el poder legislativo prohibió el intercambio de información entre las distintas agencias del poder ejecutivo, es decir, los distintos órganos de  las administraciones publicas, precisamente por poderse violar la intimidad de los ciudadanos, a pesar de que en los EEUU no existe una LOPD-
Punto 2 apartado f)
La utilización del DNI electrónico,  dado que el DNI electrónico no estará en pleno funcionamiento en todo el territorio nacional hasta dentro de algunos años se producirá una situación de desigualdad entre ciudadanos.  Seria necesario regular la identificación electrónica de los ciudadanos que no dispongan todavía del DNI electrónico.

Habría que hablar en general que se admitirán los mecanismos de identificación indubitativa de los ciudadanos, y en cada momento estarán disponibles los que estén a disposición de todos los ciudadanos
Punto 2 apartado g)
El uso de certificados de firma electrónica solo admitidos en el ambito de las administraciones públicas  produce una infracción de la legislación comunitaria sobre la firma electrónica y la validez de los certificados emitidos en cualquier país de la Unión Europea...  La Directiva 1999/93/CE del parlamento europeo y del consejo
de 13 de diciembre de 1999 por la que se establece un marco comunitario para la firma electrónica, en su articulo 4 párrafo 1  dispone que ....". Los Estados miembros no podrán restringir la prestación de servicios de certificación en los ámbitos regulados por la presente Directiva

que procedan de otro Estado miembro.
Art. 7 párrafo 2
No parece que resulte muy ortodoxo que el defensor del usuario de la administración electrónica se encuentre ubicado y dependiente del Ministerio de Administraciones Publicas que es el que resultara afectado de alguna manera por sus actuaciones.  Este defensor del usuario debería estar ubicado justo con el Defensor del Pueblo para que su actuación fuera efectiva y no mediatizada por las propias administraciones publicas a las que tiene que controlar de alguna manera.
Art. 8 Garantías Párrafo 2

La mención de que el acceso  de todos los ciudadanos a los servicios electrónicos por todos sus órganos será "a través de un sistema multicanal" parece tomar una orientación tecnológica que se encuentra fuera de lugar en este texto legal que es tecnológicamente neutral y que debe evitar encontrarse superado tecnológicamente en corto tiempo dada la rapidez de la evolución tecnológica...  Bastaría decir "....por todos sus órganos con los siguientes medios mínimos".
: Párrafo 2 punto b)
Garantizar un único punto de acceso general puede resultar altamente peligroso, ya que si por cualquier motivo dicho punto de acceso se colapsa o paraliza, toda la comunicación electrónica entre los ciudadanos y las administraciones publicas quedaría inexistente.  Bastaría con decir que..."se crearan los puntos de acceso generales necesarios, a través de los cuales...."

Art. 9 párrafo 2 y art. 6 párrafo 2 punto b), en ambos la frase final " o una norma con rango de Ley así lo determine." debería ser suprimida ya que el ciudadano necesita tener la garantía de que su voluntad no será suplantada por una norma, aun con rango de ley,  y que muchas veces no tendrá relación alguna con la Administración electrónica, como puede suceder con una disposición adicional de la Ley de Presupuestos o con las antiguas y malfamadas leyes de acompañamiento de los presupuestos que servían para alterar cualquier disposición legal.

Art 14 párrafo 2
Sobre este párrafo vale lo mencionado anteriormente respecto a la aplicabilidad de la Directiva europea sobre firma digital y sobre este tema de las certificaciones.
Art. 15 
Seria imprescindible decir cual seria el órgano competente para la emisión de los certificados de órganos de las administraciones públicas.  O al menos habría que mencionar que este órgano seria determinado reglamentariamente, aunque al afectar esta a Ley a todas las administraciones publicas territoriales e institucionales, probablemente se requiere rango de Ley para la determinación del órgano competente.  La existencia de múltiples órganos de emisión de certificados de órganos administrativos no es precisamente la mejor garantía para otorgar confianza al ciudadano y puede ser una fuente de fraudes.
Art. 18 párrafo 4
Seria conveniente armonizar este párrafo con la idea expuesta anteriormente sobre una unificación general del tema de emisión de certificaciones de órganos y de la necesaria admision de toda clase de certificados legalmente emitidos.

Capitulo III Sección Primera, de los Registros arts. 21 a 23
En ninguno de estos artículos se habla del tipo de documento a registrar electrónicamente.  No se puede dar por asumido que en un registro electrónico solo se registraran documentos electrónicos, ya que los documentos presentados en un registro físico manual se pueden registrar también electrónicamente y se pueden convertir en documentos electrónicos.  Por ello convendría ser mas especifico para que los ciudadanos lo entendieran claramente, si no queda claro.

También seria conveniente determinar cual es la hora oficial en la administración electrónica ya que de la manera que esta expresado en los artículos 22 y 23 de que la hora será la exhibida por el servidor correspondiente, no es suficiente, pues resultaría que cada servidor de registro electrónico podría tener una hora diferente dando una gran inseguridad jurídica al ciudadano.  Seria oportuno aludir a la hora oficial española que es la determinada por el observatorio de San Fernando según  el R. D. 1308/1992.de 23 octubre 1992.

Art 25 párrafo 4

Las notificaciones por correo electrónico no se pueden limitar a tomar constancia de que el correo electrónico ha sido recepcionado en una dirección electrónica determinada, ya que esto no es viable técnicamente de manera normal y sin hacer intervenir a los servidores del servicio de correo, que tampoco tienen su misión de ser notarios al respecto.  A estos efectos se precisaría determinar las particularidades de una notificación vía electrónica y los requisitos tecnicos para su constancia.  El ciudadano que se presta a operar por vía electrónica con la administración debe estar dispuesto a acusar recibo de todos los correos que reciba en el curso del despacho del expediente correspondiente.  Tampoco es correcto dar por rechazada una notificación ya que efectivamente los correos electrónicos se pierden con más frecuencia de la deseada en el mundo de Internet.  Con esta disposición no se dan la pertinente confianza al ciudadano para operar con la administración electrónica.
Art. 26

No se detallan las garantías de autenticidad de un documento electrónico salvo aludiendo a la firma digital.  Pero no queda claro si todos los documentos electrónicos de un procedimiento administrativo cursado por vía electrónica deben de llevar firma electrónica y de quien debe ser esa firma, ni tampoco se alude al sellado de tiempo correspondiente para garantizar el momento en que se crea cada documento electrónico.  Esta situación disminuye la confianza del ciudadano en la administración electrónica que se pretender poner en marcha.
Art. 42
Párrafo  1

Seria oportuno aplicar en este párrafo lo mencionado en el párrafo 2 de este articulo respecto a declara los programas que se pongan a disposiciones de otras administraciones publicas como de fuentes abiertas.

En este tema seria conveniente tener en cuenta la conveniencia de mencionar una total adherencia al esquema europeo de interoperabilidad y la puesta en operación de odas sus prescripciones en las administraciones publicas españolas. 
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